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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a:

1º - Enviar copia de todos los Decretos de aplicación específica de los Aportes del Tesoro Nacional en territorio santafesino, desde 1990 a la fecha.-

2º - Informar la participación que le cabe al Poder Ejecutivo Provincial en su distribución.-

3º - Enviar copia de los informes trimestrales del Ministerio del Interior sobre la distribución de dichos fondos, indicando los criterios seguidos para la asignación, tal como lo obliga el segundo párrafo del Artículo 5º de la ley 23.548.-

Señor Presidente:

El escándalo que ha significado la difusión pública de la distribución de los Aportes del Tesoro Nacional, ha salpicado de sospechas no sólo al Poder Ejecutivo Nacional, sino también a las autoridades locales.-

Para analizar la cuestión, hemos reclamado los Decretos del Poder Ejecutivo Provincial de aplicación específica de los Aportes del Tesoro Nacional, y el personal de la repartición correspondiente nos ha dicho que los mismos “ni siquiera están fichados, ya que no son de importancia”, por lo que no les era posible facilitárnoslo.-

Ante la gravedad del tema, recurrimos al presente Proyecto para reclamar su envío por parte del Poder Ejecutivo, habida cuenta de la importancia de la cuestión.-

El marco legal:

La Ley 23.548, de Coparticipación Federal de Recursos Fiscales, con vigencia desde el 26 de enero de 1988, reconoce en su Inciso d), Artículo 3º, la creación de un “Fondo de Aportes del Tesoro Nacional a las provincias” que “se destinará a atender situaciones de emergencia y desequilibrios financieros de los gobiernos provinciales y será previsto presupuestariamente en jurisdicción del Ministerio del Interior, quien será el encargado de su asignación”. (primer párrafo, Artículo 5º).-

Las fuentes de recursos que dieron origen a este fondo han sido:

- El 1% del total de la masa de fondos coparticipables, según se dispuso en el Inciso d) del Artículo 3º de la Ley 23.548 (distribución primaria).-

- El 2% de la distribución del Impuesto a las Ganancias, conforme al Artículo 40º de la Ley 24.073, según modificación Decreto 879/92.-

- El 1% del impuesto a los Bienes Personales, según el Artículo 4º de la Ley 24.699, Impuesto a los Bienes Personales.-

- La suma de $ 20.000.000.- anuales, según lo establece el Inciso b) del Artículo 5º de la Ley 24.699.-

Cabe resaltar que el segundo párrafo del Artículo 5º de la Ley 23.548 establece que “el Ministerio del Interior informará trimestralmente a las provincias sobre la distribución de los fondos, indicando los criterios seguidos para la asignación. El Poder Ejecutivo Nacional no podrá girar suma alguna que supere el monto resultante de la aplicación del inciso d) del Artículo 3º en forma adicional a las distribuciones de fondos regidos por esta ley salvo las previstas por otros regímenes especiales o créditos específicos del presupuesto de gastos de administración de la Nación”.- 

Monto de los recursos distribuidos:

Los recursos que por este concepto fueron utilizados entre los años 1990 al 2001 ascienden a $ 2.880.145.924.- (no se cuenta con información oficial referida a los años 1988 y 1989 en el Ministerio del Interior), de los cuales $ 95.770.915.- se destinaron a la Provincia de Santa Fe.-

Las irregularidades:

En el Proyecto de Resolución ingresado a la Cámara de Diputados de la Nación por el cual se propone crear una “Comisión Especial de Investigación de los fondos destinados a los ATN”, la Diputada Elisa Carrió sostiene que “estos fondos fueron utilizados en forma totalmente discrecional y no ajustándose a los fines expuestos en la norma respectiva”, ya que “la mecánica seguida por las autoridades a cargo del Ministerio del Interior fue, en su gran mayoría, responder a los pedidos de Gobernadores, Senadores, Diputados, Intendentes, y dirigentes políticos, en general de la misma línea política, sin exigir información básica que permitiera corroborar y apreciar si las solicitudes se ceñían a las situaciones prescriptas en la norma legal”.-

Asimismo, la Diputada Carrió afirma que “no han existido reglas explícitas, económicas o sociales que justifiquen la distribución de estas transferencias, siendo político el reparto de los fondos”.-

“La documentación a la que hemos tenido acceso, demuestra claramente que es imposible asociar la entrega de fondos, con la atención de situaciones de emergencia y desequilibrios financieros de los gobiernos provinciales. Los documentos muestran que en su mayoría se trató de la entrega lisa y llana de subsidios, no sólo a gobiernos provinciales sino a cualquier tipo de entidad no gubernamental, empresas y particulares, teniendo como premisa la simpatía política del gobierno central hacia la jurisdicción, a las instituciones o las personas favorecidas”.-

Esta apreciación coincide con el informe de la Unidad de Auditoría Externa realizado por el Ministerio del Interior en el año 2000, el que entre sus principales conclusiones expresa que “el ejercicio irregular de la facultad conferida al Ministerio del Interior en el Artículo 5º de la Ley 23.548, hizo que las transferencias de fondos de Aportes del Tesoro Nacional se convirtieran en subsidios no reintegrables sin cargo de rendir cuentas, utilizados por el gobierno central para beneficiar cualquier tipo de gasto de distintas clases de beneficiarios, siendo exclusivamente políticos los factores que en última instancia han definido su distribución, en consonancia con las simpatías del gobierno Nacional hacia las jurisdicciones favorecidas”.-

Seguramente ello fue facilitado por la inexistencia de un manual de procedimientos, tal como lo aconsejaran los funcionarios de la Auditoría Interna, de la Auditoría General de la Nación, y de la Sindicatura General de la Nación.-

Ello ha llevado a la iniciación de varias causas judiciales, llegándose en algunas Provincias a la impugnación judicial por malversación de caudales públicos de hasta el 27 % de los fondos públicos distribuidos.-

Se afirma asimismo que solo el 51% de los montos distribuidos como ATN fueron asignados de acuerdo a la norma legal, mientras que el 49% restante no cumpliría con este requisito.-

Este hecho se agrava si tenemos en cuenta que tampoco se cumplieron los extremos dispuestos por el segundo párrafo del Artículo 5º de la Ley 23.548, que obligaba al Ministerio del Interior a informar trimestralmente acerca de su distribución y de los criterios seguidos para su asignación.-

En los argumentos del citado Proyecto, también se afirma que “el destino de fondos para las entidades eclesiásticas puede advertirse como un verdadero abuso por parte del Ministerio del Interior. Todos conocían que los fondos destinados como subsidios a algunas entidades eclesiásticas no tenían ningún marco legal. Tanto los solicitantes como los gobernadores que aceptaron, y en algunos casos quienes tramitaron estos subsidios, conocían que los mismos excedían largamente el marco legal vigente. Por otra parte, existen partidas para atender estas demandas en la Secretaría de Culto dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto. En este concepto se realizaron transferencias por $ 28.472.288.-“.-

Algo similar sucedió con Fundaciones, Asociaciones Civiles, Cooperativas y Clubes Deportivos, entidades a las que se les destinó $ 33.981.470.-

Otra irregularidad lo representan los ATN destinados a las fuerzas de seguridad, donde se entregaron $ 31.284.584.-, de los cuales $ 8.144.500.- fueron destinados a la Provincia de Santa Fe: “Es claro que este destino no está contemplado en la Ley pertinente y que las partidas para dichas instituciones deben ser originadas en otros organismos del Estado”, afirma la Diputada Elisa Carrió, a lo que podríamos agregar que la complicidad de los Gobernadores que aceptaron dineros con destinos que violan la ley, es manifiesta.-

La cuestión en Santa Fe:

Creemos interesante reproducir in extenso, parte de la crónica del diario “La Capital” sobre la distribución de los fondos en territorio santafesino, suscripta por el periodista Jorge Sansó De La Madrid, aparecida en la edición del pasado 29 de mayo: “Los montos más importantes figuran en el departamento General Obligado. En base a los datos aportados a la Justicia por las legisladoras aristas (Graciela Ocaña y Alicia Gutiérrez), el norte de Santa Fe es una de las zonas geográficas más beneficiadas por el otorgamiento de ATN en los últimos once años. Este período coincide con el liderazgo regional que por entonces ejercía el ex senador nacional y ex presidente del PJ provincial Jorge Massat”.-

“Hay una gran discrecionalidad con la ciudad de Villa Ocampo y el Ingenio Arno. A esto nos referíamos cuando decíamos que (los aportes) fueron entregados a empresas o personas. Sabemos concretamente que esto se liga a Massat y al gobernador (Carlos) Reutemann”, precisó Gutiérrez, diputada nacional por Santa Fe”.-

“La nómina en la que las legisladoras están seguras de ver las huellas de Massat incluye a la Cooperativa Agroindustrial Arno (200 mil pesos); la Cooperativa Ex Obreros Ingenio Arno (100.000); Villa Ocampo (100 mil); Villa Ocampo-Cuenca Cañera Algodonera (200.000); y otros ítems que son, por ahora, imposibles de discriminar y que figuran bajo el concepto de “varios municipios”. Asimismo, a una fábrica de dulce de batata asentada en Florencia, localidad ubicada en la zona, se le asignó 200 mil pesos”.-

 “Massat – continúa Sansó -, también ex intendente de Villa Ocampo antes de su proyección provincial y nacional, afronta un proceso por malversación de fondos públicos a raíz de una denuncia efectuada por ex trabajadores del ingenio, basada en la promesa de pago de salarios atrasados mediante la utilización de ATN”.-

Finalmente, Sr. Presidente, y habida cuenta que a todo ello cabría agregar que en sólo tres Resoluciones de los años ´97 y ´98 se habrían destinado más de doscientos mil pesos a Instituciones de la Iglesia Católica en nuestra Provincia, y que algunas de ellas desconocerían haber sido destinatarias de los citados aportes, entendemos se impone conocer la documentación oficial que así lo avala, para deslindar responsabilidades y luego actuar en consecuencia.-

Por todo lo apuntado, descontamos el acompañamiento de nuestros pares en el tratamiento y aprobación del presente.-
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